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1. GLOSARIO

Juicio: Juicio General.

Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación.

Parte actora: Rita Bell López Vences.

Presidencia del 
Consejo General 
del INE:

Presidencia del Consejo General del Instituto Nacional 
Electoral.

Consejo General 
del INE: Consejo General del Instituto Nacional Electoral.

INE: Instituto Nacional Electoral.

Ley de Medios: Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral.

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Ley Orgánica Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Reglamento 
Interno:

Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación.

2. ANTECEDENTES

(1) De lo narrado por la parte actora y de las constancias que obran en el 

expediente se advierten los siguientes hechos:

(2) 2.1. Designaciones y medios de impugnación2. El veintidós y 

veintiocho de abril, la Presidencia del Consejo General del Instituto 

Nacional Electoral emitió diversos oficios mediante los cuales designó a 

personas titulares de Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas de 

dicho órgano administrativo. 

(3) Inconformes con tales designaciones, el dos de mayo, ciudadanas 

integrantes de la colectividad “Mujeres en Plural” promovieron juicio de la 

ciudadanía y, posteriormente, el cinco siguiente, dos consejerías 

electorales del INE presentaron, de manera individual, juicios generales, 

al considerar vulnerado el principio de paridad en la integración de dichos 

2 SUP-JDC-260/2026, SUP-JG-36/2026 y SUP-JG-37/2026.
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cargos.

(4) 2.2. Nuevas designaciones y ampliación de demanda. El siete de 

mayo, la Presidencia del Consejo General del INE emitió nuevos oficios 

de designación respecto de diversos cargos de Direcciones Ejecutivas y 

Unidades Técnicas. 

(5) En contra de dichas determinaciones, el doce siguiente, Rita Bell López 

Vences presentó escrito de ampliación de demanda.

(6) 2.3. Escrito de Morena. En su oportunidad Morena presentó escrito 

como parte tercera interesada.

(7) 2.4. Resolución de los medios de impugnación. En sesión pública de 

veinte de mayo, esta Sala Superior determinó la improcedencia de los 

medios de impugnación promovidos contra las designaciones de 

veintidós y veintiocho de abril y ordenó escindir el escrito de ampliación 

de demanda, para formar un nuevo juicio.

(8) 2.5. Juicio general. En cumplimiento a dicha determinación, se integró 

el presente juicio general, en el que se controvierten las designaciones 

de siete de mayo de integrantes de la Junta General Ejecutiva, al 

estimarse que vulneran el principio de paridad en la integración de dicho 

órgano.

3. COMPETENCIA

(9) La Sala Superior es competente para conocer el presente medio de 

impugnación, porque se controvierten diversas designaciones 

efectuadas por la Presidencia del Consejo General del INE, por la 

presunta vulneración al principio de paridad en la ocupación e integración 

de cargos de alta dirección dentro de la autoridad administrativa electoral 

nacional3.

3 De conformidad con lo dispuesto en los 41, párrafo segundo, Base VI y 99, párrafo 
primero y cuarto, fracción X, de la Constitución Federal; 251, 252, 253, fracción XII, 256, 
fracción XVI y los Lineamientos para la Identificación e Integración de Expedientes de 
veintidós de enero de dos mil veinticinco; así como del Acuerdo de Sala de esta Sala 
Superior.
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4. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA

(10) La autoridad responsable hace valer como causal de improcedencia 

que el presente medio de impugnación quedó sin materia, al considerar 

que las nuevas designaciones efectuadas el siete de mayo modificaron 

la integración de la Junta General Ejecutiva y colmaron la pretensión de 

la parte actora relacionada con el cumplimiento del principio de paridad. 

(11) En particular, sostiene que, derivado de tales nombramientos, la 

integración del órgano quedó conformada por seis mujeres y seis 

hombres con derecho a voz y voto, por lo que desapareció la controversia 

originalmente planteada. 

(12) La causal de improcedencia es infundada.

(13) Ello, porque el presente juicio no tiene por objeto analizar la legalidad de 

las designaciones realizadas el veintidós y veintiocho de abril, sino los 

actos emitidos con posterioridad por la Presidencia del Consejo General 

del Instituto Nacional Electoral, los cuales fueron expresamente 

controvertidos mediante escrito de ampliación de demanda.

(14) Precisamente por esa razón, al resolver los medios de impugnación SUP-

JDC-206/2026 y acumulados, esta Sala Superior determinó escindir el 

escrito de ampliación para formar un nuevo juicio, al advertir que éste 

contenía planteamientos autónomos dirigidos específicamente contra las 

designaciones realizadas el siete de mayo.

(15) En consecuencia, la emisión de nuevos nombramientos no produjo la 

desaparición de la materia de controversia, pues dichos actos 

constituyen precisamente el objeto del presente medio de impugnación.

(16) De ahí que no resulte jurídicamente válido sostener que la pretensión de 

la actora fue colmada por el cambio de integración alegado por la 

autoridad responsable, cuando el nuevo juicio se encuentra encaminado 

a cuestionar, de manera específica, la legalidad de esas designaciones.

(17) Por su parte, Morena hace valer diversas causales de improcedencia.
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(18)  En primer término, sostiene que la ampliación de demanda pretende 

reabrir y reformular la litis originalmente planteada, incorporando 

cuestiones novedosas ajenas al objeto inicial de la controversia. 

(19) Asimismo, refiere que la parte actora carece de interés jurídico directo 

para controvertir designaciones administrativas internas del Instituto 

Nacional Electoral y que los actos impugnados poseen naturaleza 

estrictamente administrativa y organizacional, sin incidencia en derechos 

político-electorales. 

(20) De igual forma, señala que las nuevas designaciones emitidas el siete de 

mayo generaron un cambio de situación jurídica que dejó sin materia los 

planteamientos originalmente formulados, pues la integración de la Junta 

General Ejecutiva se modificó sustancialmente con posterioridad a la 

presentación de la demanda inicial. 

(21) Finalmente, argumenta que los efectos pretendidos por la actora 

resultarían jurídicamente inviables, al implicar una reconfiguración del 

modelo legal de designación previsto para la integración administrativa 

del Instituto Nacional Electoral. 

(22) Al respecto, se consideran infundadas las causales apoyadas en tales  

planteamientos.

(23) Ello, porque el presente juicio no versa sobre las designaciones 

realizadas el veintidós y veintiocho de abril, sino sobre actos distintos 

emitidos con posterioridad por la Presidencia del Consejo General del 

Instituto Nacional Electoral, los cuales dieron lugar a una nueva 

integración de la Junta General Ejecutiva y fueron expresamente 

controvertidos mediante agravios específicos y autónomos.

(24) En consecuencia, no puede sostenerse que la ampliación de demanda 

pretendiera reabrir una controversia previamente agotada, cuando el 

presente medio de impugnación se construye a partir de nuevos actos 

cuya constitucionalidad y legalidad se controvierte de manera 

independiente.
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(25) Por las mismas razones, tampoco se actualiza el supuesto cambio de 

situación jurídica alegado por el partido político, porque las 

designaciones emitidas el siete de mayo no sustituyeron la controversia 

originalmente planteada, sino que dieron lugar a una nueva integración 

de la Junta General Ejecutiva, específicamente controvertida mediante 

agravios propios en el presente juicio.

(26) De igual forma, resulta infundada la causal relativa a la supuesta falta 

de interés jurídico y a la naturaleza administrativa de los actos 

impugnados.

(27) Ello, porque la controversia no se limita a cuestionar aspectos ordinarios 

de organización interna del Instituto, sino que involucra planteamientos 

relacionados con la integración de la Junta General Ejecutiva bajo 

parámetros constitucionales y convencionales de paridad e igualdad 

sustantiva.

(28) Además, la promovente comparece en su calidad de consejera electoral 

integrante del Consejo General del Instituto Nacional Electoral y formula 

agravios vinculados con la integración de uno de los órganos centrales 

del propio Instituto, por lo que cuenta con interés jurídico para controvertir 

actos que, desde su perspectiva, impactan directamente la conformación 

de dicho órgano administrativo¸ máxime que la debida integración 

paritaria de los órganos ejecutivos que dependen de éste incide en las 

condiciones de deliberación, supervisión y vigilancia que 

constitucionalmente se encuentra obligada a ejercer como integrante del 

máximo órgano de dirección del Instituto.

(29) Finalmente, tampoco asiste razón al partido político cuando sostiene que 

los efectos pretendidos resultarían jurídicamente inviables.

(30) Ello, porque tales planteamientos no se dirigen propiamente a evidenciar 

la actualización de alguna causal de improcedencia, sino que involucran 

consideraciones relacionadas con el análisis de fondo de la controversia 

y el alcance que, en su caso, pudiera tener una eventual determinación 

jurisdiccional.
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5. PROCEDENCIA

(31) El juicio reúne los requisitos de procedencia previstos en los artículos 8, 

9, numeral 1, y 13, numeral 1, inciso b), de la Ley de Medios, conforme a 

lo siguiente.

(32) a) Forma. La demanda se presentó por escrito, consta el nombre y firma 

de quien promueve, se identifica el acto controvertido y se mencionan los 

hechos y agravios, además de los artículos presuntamente vulnerados.

(33) b) Oportunidad. Se presentó dentro del plazo de cuatro días hábiles 

previsto para ello4, porque las designaciones controvertidas se realizaron 

el siete de mayo, mientras que la demanda se presentó el doce siguiente, 

ante la autoridad responsable.

(34) c) Legitimación. La parte actora está legitimada para promover el 

presente juicio, al comparecer por propio derecho y en su calidad de 

consejera electoral del INE, para controvertir actos que, desde su 

perspectiva, inciden en la integración paritaria de la Junta General 

Ejecutiva.

(35) d) Interés jurídico. Se actualiza este requisito, conforme a lo razonado 

al desestimar la causal de improcedencia hecha valer por Morena.

(36) e) Definitividad. Se satisface esta exigencia, porque no existe otro medio 

de impugnación que se deba agotar previo a este juicio.

6. ESTUDIO DE FONDO

6.1. Contexto de la controversia.

(37) La controversia tiene origen en los nombramientos realizados por la 

Presidencia del Consejo General del Instituto Nacional Electoral para 

integrar distintos cargos directivos y puestos estratégicos de la estructura 

central del Instituto. 

4 En términos del artículo 7, numeral 2, de la Ley de Medios, tomando en consideración 
que los actos controvertidos no se relacionan con un proceso electoral en curso, por lo 
que se toman en consideración el sábado nueve y el domingo diez.
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(38) Los primeros nombramientos se realizaron el veintidós y veintiocho de 

abril, mediante la designación de diversas personas titulares de 

Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas, lo que motivó la promoción 

de distintos medios de impugnación al estimarse que tales designaciones 

generaban una integración predominantemente masculina en la Junta 

General Ejecutiva y en los espacios de alta dirección del INE5. 

(39) Posteriormente, el siete de mayo6, la Presidencia del Consejo General 

emitió nuevos oficios de designación respecto de cargos directivos dentro 

de la estructura central del Instituto, entre ellas, las correspondientes a la 

Dirección Ejecutiva de Administración, la Unidad Técnica de lo 

Contencioso Electoral y otras áreas estratégicas. 

(40) Las designaciones son las siguientes:

Cargo Persona designada Sexo

Dirección Ejecutiva de Administración Liliana Díaz de León 
Zapata Mujer

Unidad Técnica de Vinculación con los 
Organismos Públicos Locales

María Fernanda Romo 
Gaxiola Mujer

Unidad Técnica de Transparencia y 
Protección de Datos Personales

Rebeca Fernanda López 
Aguirre Mujer 

Titular de la Unidad Técnica de Igualdad de 
Género y No Discriminación

Iliana Araceli Hernández 
Gómez Mujer

Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral Guadalupe Yessica 
Alarcón Góngora Mujer

(41) Derivado de las designaciones posteriores, la integración de los órganos 

centrales y espacios de alta dirección del INE fue modificada, 

incorporándose nuevas personas titulares en cargos directivos 

relevantes dentro de la estructura de la Junta General Ejecutiva, la cual 

quedó integrada por seis mujeres y seis hombres.

Cargo Persona designada Sexo

5 SUP-JDC-260/2026 y acumulados
6 Oficios INE/PC/213/2026 a INE/PC/217/2026 consultables en el expediente principal.
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Cargo Persona designada Sexo

Presidencia del Consejo General y de la 
Junta General Ejecutiva

Guadalupe Taddei 
Zavala Mujer

Secretaria Ejecutiva Claudia Arlett Espino Mujer

Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y 
Partidos Políticos

Alejandro Romero 
Millán Hombre

Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional 
Electoral Nacional

Jorge Egren Moreno 
Troncoso Hombre

Dirección Ejecutiva de Capacitación 
Electoral y Educación Cívica

Eduardo Hugo Ramírez 
Salazar Hombre

Dirección Ejecutiva de Organización 
Electoral

Roberto Carlos Félix 
López Hombre

Dirección Ejecutiva de Asuntos Jurídicos Anahí Silva Tosca Mujer

Dirección Ejecutiva de Administración Liliana Díaz de León 
Zapata Mujer

Dirección Ejecutiva del Registro Federal de 
Electores Alejandro Sosa Duran Hombre

Unidad Técnica de Vinculación con los 
Organismos Públicos Locales

María Fernanda Romo 
Gaxiola Mujer

Unidad Técnica de Fiscalización Mario Alberto Alejo 
García Hombre

Encargada de despacho de la Unidad 
Técnica de lo Contencioso Electoral

Guadalupe Yessica 
Alarcón Góngora Mujer

(42) Dichas designaciones constituyen el acto controvertido en el presente 

juicio, al estimar la parte actora que con ellas, se vulneró el principio de 

paridad sustantiva en la integración de la Junta General Ejecutiva.

6.2. Conceptos de agravio.

(43) La parte actora sostiene que los oficios impugnados vulneran el principio 

de paridad sustantiva, porque las designaciones contenidas en ellos 

generaron que la Junta General Ejecutiva quede integrada por seis 

hombres y cuatro mujeres, lo que evidencia una conformación 

predominantemente masculina en los espacios de decisión del Instituto 
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Nacional Electoral.

(44) Asimismo, refiere que la autoridad responsable pretende justificar 

artificialmente el cumplimiento de la paridad incorporando a la Consejera 

Presidenta y a la Secretaría Ejecutiva dentro del análisis global del 

órgano, pese a que dichos cargos derivan de mecanismos 

constitucionales y jurídicos distintos a las designaciones controvertidas.

(45) También argumenta que la responsable simuló el cumplimiento de la 

paridad mediante encargadurías de despacho asignadas a mujeres, aun 

cuando tales figuras poseen naturaleza temporal y revocable, lo que —

afirma— impide considerar que exista una participación sustancial y 

estable de mujeres en los espacios directivos del Instituto.

(46) De igual forma, sostiene que las designaciones carecen de 

fundamentación y motivación suficiente respecto de la experiencia, 

mérito, idoneidad y especialización técnica de las personas nombradas, 

lo que evidencia —a su juicio— un ejercicio discrecional de las facultades 

de designación.

(47) La promovente también cuestiona que la autoridad hubiera invocado 

criterios de inclusión, diversidad y representación de grupos 

históricamente vulnerados para justificar algunas designaciones, sin que 

existan elementos objetivos que acrediten la pertenencia o 

autoadscripción de las personas designadas a dichos grupos.

(48) Por otra parte, señala que las revocaciones y sustituciones realizadas en 

lapsos breves evidencian improvisación administrativa y generan 

afectaciones al principio de certeza y a la estabilidad institucional del 

Instituto.

(49) Finalmente, solicita que esta Sala Superior ordene al Consejo General 

del INE emitir lineamientos generales para regular criterios de paridad, 

alternancia y evaluación de perfiles en las designaciones de direcciones 

ejecutivas, unidades técnicas y encargadurías de despacho de la Junta 

General Ejecutiva.
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6.3. Cuestión a resolver. 

(50) Esta Sala Superior debe determinar si las designaciones efectuadas el 

siete de mayo por la Presidencia del Consejo General del Instituto 

Nacional Electoral para ocupar diversos cargos directivos y estratégicos 

dentro de la estructura central del Instituto se ajustan a los parámetros 

constitucionales y convencionales de paridad e igualdad sustantiva 

invocados por la parte actora.

(51) Para ello, resulta necesario examinar en primer término los 

planteamientos relacionados con la integración de la Junta General 

Ejecutiva, particularmente si la Presidencia del Consejo General y la 

Secretaría Ejecutiva deben o no considerarse para efectos de analizar la 

conformación paritaria del órgano, pues de ello depende el presupuesto 

central sobre el cual la actora sostiene que subsiste una integración 

predominantemente masculina en los espacios relevantes de decisión 

del Instituto.

(52) Posteriormente se analizarán los restantes conceptos de agravios 

relacionados con la legalidad, justificación y condiciones en que fueron 

realizadas las designaciones controvertidas dentro de la estructura 

central del Instituto Nacional Electoral, sin que su estudio conjunto le 

genere perjuicio7.

6.4. Decisión.

(53) Esta Sala Superior considera que los planteamientos formulados por la 

parte actora resultan infundados, porque las designaciones 

controvertidas no vulneran el principio de paridad ni los parámetros de 

igualdad sustantiva aplicables a la integración de la Junta General 

Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral.

6.5. Caso concreto.

7 Conforme la jurisprudencia de rubro “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O 
SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”, consultable en Justicia Electoral. Revista del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 4, año dos mil uno, 
páginas 5 y 6.
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(54) La parte actora sostiene, esencialmente, que la integración de la Junta 

General Ejecutiva continúa siendo predominantemente masculina, 

porque para efectos del análisis de paridad no deben considerarse la 

Presidencia del Consejo General y la Secretaría Ejecutiva, al tratarse de 

cargos sujetos a mecanismos de designación distintos a los aplicables 

para las Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas designadas 

(55) El agravio resulta infundado.

(56) En primer término, debe precisarse que la Junta General Ejecutiva no se 

encuentra exenta del cumplimiento del principio de paridad, pues 

conforme a los artículos 1°, 4°, 41 y 116 de la Constitución Federal, así 

como a la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Belém do 

Pará”, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres y la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, todas 

las autoridades del Estado mexicano se encuentran obligadas a adoptar 

medidas dirigidas a garantizar igualdad sustantiva entre mujeres y 

hombres y revertir contextos históricos de exclusión de las mujeres en 

espacios de dirección y toma de decisiones públicas.

(57) En ese sentido, esta Sala Superior ha reconocido que el principio de 

paridad no constituye únicamente una regla formal de distribución 

numérica, sino un mecanismo orientado a garantizar la participación 

efectiva de las mujeres en espacios de decisión, dirección y ejercicio del 

poder público. 

(58) Bajo esa lógica, la doctrina jurisdiccional desarrollada en torno a la 

integración paritaria de órganos constitucionales y administrativos ha 

puesto especial énfasis en cargos unipersonales de alta dirección y 

decisión institucional, particularmente respecto de espacios 

históricamente ocupados mayoritariamente por hombres, como ocurre 

con presidencias, magistraturas, consejerías o secretarías ejecutivas de 

organismos electorales. 
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(59) Incluso, esta Sala Superior ha sostenido que determinados cargos dentro 

de los organismos electorales, por su relevancia institucional, 

atribuciones y nivel de decisión, se encuentran especialmente vinculados 

con la finalidad constitucional de revertir contextos históricos de exclusión 

de las mujeres en espacios públicos de alta dirección.

(60) Precisado lo anterior, se considera válido que la integración paritaria de 

la Junta General Ejecutiva incluya a la Presidencia del Consejo General 

y la Secretaría Ejecutiva.

(61) En efecto, la propia LGIPE8 establece expresamente que la Junta 

General Ejecutiva se integra por la persona titular de la Presidencia del 

Consejo General, la Secretaría Ejecutiva, las Direcciones Ejecutivas y 

Unidades correspondientes, sin establecer distinción alguna respecto de 

la naturaleza de su nombramiento o del método mediante el cual 

accedieron al cargo.

(62) Así, el diseño normativo previsto por el legislador parte de una integración 

en la que todas las titularidades que lo conforman participan 

funcionalmente en las tareas de coordinación, dirección y ejecución de 

las actividades institucionales del INE.

(63) En ese sentido, la circunstancia de que determinados cargos cuenten con 

mecanismos de designación distintos no modifica su pertenencia jurídica 

y funcional a la Junta General Ejecutiva ni reduce la incidencia material 

que poseen dentro de la toma de decisiones, coordinación y 

funcionamiento del Instituto.

(64) Por ello, el método específico mediante el cual cada persona accedió al 

cargo no constituye un elemento jurídicamente válido para excluir 

determinadas titularidades del análisis de integración paritaria del 

8Artículo 47. 1. La Junta General Ejecutiva será presidida por el Presidente del Consejo 
General y se integrará con el Secretario Ejecutivo y con los directores ejecutivos del 
Registro Federal de Electores, de Prerrogativas y Partidos Políticos, de Organización 
Electoral, del Servicio Profesional Electoral Nacional, de Capacitación Electoral y 
Educación Cívica, de Administración, y de Asuntos Jurídicos, así como los titulares de 
la Unidad Técnica de Fiscalización, de la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral y 
de la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales.
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órgano, pues todas forman parte de la misma estructura colegiada 

prevista en la ley y participan en el ejercicio de las atribuciones que 

corresponden a la Junta General Ejecutiva.

(65) En consecuencia, no existe parámetro constitucional o legal que permita 

fragmentar la integración del órgano para excluir determinadas 

titularidades únicamente porque su mecanismo de designación sea 

distinto al aplicable para otros cargos de la estructura administrativa del 

Instituto.

(66) Además, la premisa de la actora parte de una visión construida a partir 

de la integración concreta actualmente existente, en la que tanto la 

Presidencia del Consejo General como la Secretaría Ejecutiva son 

ocupadas por mujeres, perdiendo de vista que dichos cargos 

eventualmente también podrían recaer en hombres.

(67) En efecto, actualmente la Junta General Ejecutiva se integra por doce 

personas: la Presidencia del Consejo General, la Secretaría Ejecutiva y 

diez titularidades de Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas. 

(68) Bajo la lógica planteada por la promovente, las dos primeras deberían 

excluirse del análisis de paridad, por lo que el balance únicamente 

recaería sobre las diez titularidades restantes, exigiendo una integración 

de cinco mujeres y cinco hombres.

(69) Ello implicaría desconocer que la Presidencia del Consejo General y la 

Secretaría Ejecutiva continúan formando parte jurídica y funcional de la 

Junta General Ejecutiva, de manera que, en un escenario distinto al 

actual, ambos cargos podrían encontrarse ocupados por hombres y, aun 

así, conforme al criterio propuesto por la actora, se consideraría 

formalmente satisfecha la paridad con una integración de cinco mujeres 

y cinco hombres en las Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas.

(70) Esto conduciría a que, materialmente, la Junta General Ejecutiva pudiera 

integrarse por siete hombres y únicamente cinco mujeres, generando 

precisamente el efecto contrario al que busca el principio constitucional 

de paridad sustantiva.
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(71) Bajo esa lógica, el análisis de paridad no puede construirse a partir de 

una exclusión selectiva de cargos formalmente integrantes del órgano, 

sino a partir de su integración completa conforme al diseño previsto por 

el legislador.

(72) De ahí que, para analizar si la Junta General Ejecutiva cumple con el 

principio de paridad, deben considerarse todos los cargos que 

legalmente la integran, incluida la Presidencia del Consejo General y la 

Secretaría Ejecutiva.

(73) A partir de lo anterior, resulta ineficaz el planteamiento de la actora 

relativo a que la Junta General Ejecutiva se encuentra integrada por seis 

hombres y cuatro mujeres, pues dicha conclusión parte de excluir del 

análisis a la Presidencia del Consejo General y a la Secretaría Ejecutiva.

(74) En efecto, al considerarse —como jurídicamente corresponde— la 

totalidad de los cargos que integran la Junta General Ejecutiva conforme 

al diseño previsto en la ley, se advierte que actualmente dicho órgano se 

conforma por seis mujeres y seis hombres.

(75) De ahí que el presupuesto central sobre el cual la promovente sostiene 

la existencia de una integración predominantemente masculina del 

órgano no se encuentre acreditado.

(76) También resulta infundado el planteamiento relativo a que la autoridad 

responsable simuló el cumplimiento del principio de paridad mediante la 

designación de una mujer como encargada de despacho de la Unidad 

Técnica de lo Contencioso Electoral.

(77) La actora sostiene que dicha figura posee naturaleza temporal y 

revocable, por lo que —desde su perspectiva— no puede considerarse 

para acreditar una participación sustancial y estable de las mujeres en la 

integración de la Junta General Ejecutiva.

(78) No asiste razón a la promovente, pues si bien las encargadurías de 

despacho constituyen mecanismos de naturaleza provisional y 

revocable, las personas designadas bajo dicha modalidad ejercen  
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material y jurídicamente las funciones inherentes al cargo mientras 

subsista su nombramiento.

(79) En efecto, durante el tiempo en que la encargaduría se encuentra 

vigente, la persona designada asume la conducción del área 

correspondiente, participa en las tareas de dirección, coordinación y 

funcionamiento institucional y ejerce las atribuciones legal y 

reglamentariamente vinculadas al cargo.

(80) Bajo esa lógica, la temporalidad de la figura no elimina la incidencia 

funcional que la persona encargada de despacho posee dentro de la 

estructura directiva del Instituto Nacional Electoral, ni impide reconocer 

que, mientras ejerce el encargo, participa efectivamente en los espacios 

institucionales de toma de decisiones y conducción administrativa. 

(81) Esto, porque conforme al diseño institucional y al criterio de este órgano 

jurisdiccional, las encargadurías no constituyen una posición formal 

disminuida, sino un ejercicio material de la función directiva que debe ser 

contabilizado para efectos del balance de paridad del órgano en su 

conjunto.

(82) De ahí que la sola circunstancia de que la titularidad de la Unidad Técnica 

de lo Contencioso Electoral sea ejercida actualmente mediante una 

encargaduría de despacho en modo alguno la excluye del análisis de 

integración funcional de la Junta General Ejecutiva y menos aún para 

concluir automáticamente que existe una simulación del cumplimiento del 

principio de paridad.

(83) Además, la actora no aporta elementos objetivos que permitan concluir 

que la designación de la encargada de despacho hubiera sido utilizada 

de manera artificiosa con el propósito específico de aparentar el 

cumplimiento del principio de paridad o eludir una integración equilibrada 

del órgano.

(84) Se considera así porque la encargaduría bajo análisis recae en una 

persona respecto de la cual la actora no controvierte el cumplimiento de 

los requisitos legales exigidos para ocupar el cargo y, por otro lado, su 
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designación se encuentra vinculada con la necesidad de garantizar la 

continuidad en el funcionamiento de la Unidad Técnica de lo Contencioso 

Electoral, sin que, en el estado actual de las constancias, existan 

elementos que permitan advertir un uso irregular o desviado de dicha 

figura provisional.

(85) Ahora, en caso de emitirse posteriormente una designación definitiva 

respecto de dicha titularidad, subsiste el deber constitucional y legal de 

observar el principio de paridad en la integración de la Junta General 

Ejecutiva.

(86) Por otra parte, resultan ineficaces los planteamientos relacionados con 

la supuesta falta de fundamentación y motivación respecto de la 

experiencia, mérito, idoneidad y especialización técnica de las personas 

designadas.

(87) La actora sostiene, de manera general, que las designaciones 

controvertidas evidencian un ejercicio discrecional de las facultades de 

nombramiento, pues —desde su perspectiva— no se justificó 

adecuadamente la experiencia o especialización de algunas de las 

personas designadas.

(88) Sin embargo, tales manifestaciones no controvierten de manera concreta 

las razones expresadas por la autoridad responsable para sustentar cada 

designación ni identifican específicamente qué requisito constitucional, 

legal o reglamentario incumple alguna de las personas nombradas.

(89) En particular, la promovente únicamente formula afirmaciones genéricas 

respecto de una supuesta falta de experiencia, mérito o idoneidad, sin 

desarrollar argumentación encaminada a demostrar objetivamente la 

ausencia de capacidades técnicas, profesionales o jurídicas para ocupar 

los cargos correspondientes.

(90) De ahí que los planteamientos formulados resulten insuficientes para 

evidenciar, en los términos exigidos para ello, una vulneración concreta 

al principio de legalidad en el ejercicio de las facultades de designación.
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(91) Similar conclusión merece el planteamiento relacionado con la supuesta 

indebida invocación de criterios de inclusión, diversidad y representación 

de grupos históricamente vulnerados.

(92) Ello, porque al margen de que se hubiera señalado que determinadas 

designaciones contribuían a fortalecer criterios de inclusión o 

representación, conforme a los artículos 53, párrafo 1, y 38, párrafo 1, de 

la LGIPE, los requisitos previstos para ocupar las Direcciones Ejecutivas 

y Unidades Técnicas del INE no contemplan la pertenencia o 

autoadscripción a grupos vulnerables como condición normativa para 

acceder a dichos cargos.

(93) En efecto, la legislación aplicable exige, en términos generales, contar 

con ciudadanía mexicana por nacimiento, estar en pleno goce de 

derechos civiles y políticos, tener determinada edad y residencia, gozar 

de buena reputación, no haber desempeñado cargos de dirección 

partidista o candidaturas recientes y no actualizar determinadas 

incompatibilidades para el ejercicio del cargo.

(94) Asimismo, los perfiles correspondientes deben contar con experiencia y 

conocimientos vinculados con las funciones propias de las áreas 

administrativas y técnicas del Instituto Nacional Electoral.

(95) Sin embargo, dentro de tales requisitos no se prevé jurídicamente la 

obligación de acreditar pertenencia, autoadscripción o representación de 

algún grupo históricamente discriminado como presupuesto de validez 

de las designaciones.

(96) De ahí que, aun suponiendo que no existieran elementos suficientes para 

acreditar tales condiciones respecto de algunas de las personas 

nombradas, ello no produciría, por sí mismo, la invalidez de las 

designaciones controvertidas.

(97) En consecuencia, los planteamientos formulados por la promovente 

resultan ineficaces para alcanzar la pretensión que persigue.

(98) De igual forma resulta ineficaz el planteamiento relativo a que las 
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revocaciones y sustituciones realizadas en lapsos breves evidencian 

improvisación administrativa y generan afectaciones a los principios de 

certeza y estabilidad institucional del Instituto Nacional Electoral.

(99) La promovente sostiene, en esencia, que la modificación sucesiva de 

algunas designaciones refleja ausencia de planeación y provoca 

incertidumbre respecto de la integración de los cargos directivos del 

Instituto.

(100) Sin embargo, tales manifestaciones se sustentan en apreciaciones 

generales, sin desarrollar argumentación concreta encaminada a 

demostrar de qué manera las sustituciones controvertidas produjeron 

una vulneración específica a los principios constitucionales que invoca.

(101) En particular, la actora no identifica afectaciones al funcionamiento 

institucional del Instituto, interrupciones concretas en el ejercicio de 

atribuciones, ni consecuencias jurídicas específicas derivadas de las 

sustituciones realizadas.

(102) Además, la sola circunstancia de que determinadas designaciones 

hubieran sido modificadas en un periodo breve no permite concluir, por 

sí misma, la existencia de una actuación arbitraria, inconstitucional o 

contraria al principio de certeza.

(103) De ahí que los planteamientos formulados por la promovente resulten 

insuficientes.

(104) Finalmente, resulta inatendible la solicitud de la actora para que esta 

Sala Superior ordene al Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

emitir lineamientos generales dirigidos a regular criterios de paridad, 

alternancia y evaluación de perfiles en las designaciones de Direcciones 

Ejecutivas, Unidades Técnicas y encargadurías de despacho de la Junta 

General Ejecutiva.

(105) Lo anterior, porque dicho planteamiento parte de la premisa de que 

corresponde al Consejo General establecer mecanismos normativos 

generales para regular el ejercicio de las facultades de designación 
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respecto de tales cargos.

(106) Sin embargo, conforme al modelo actualmente previsto en la LGIPE9, las 

facultades de designación de las personas titulares de Direcciones 

Ejecutivas y Unidades Técnicas corresponden a la Presidencia del 

Consejo General del Instituto Nacional Electoral.

(107) Dicho diseño competencial posee, además, validez constitucional, en 

atención a lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

la acción de inconstitucionalidad 175/2024 y su acumulada 178/2024.

(108) En ese sentido, la pretensión de que el Consejo General emita 

lineamientos obligatorios para regular tales nombramientos implicaría 

introducir mecanismos generales de regulación sobre una facultad que el 

legislador atribuyó directamente a la Presidencia del Instituto.

(109) Lo anterior no implica desconocer que el ejercicio de dichas facultades 

de designación deba realizarse con observancia de los principios 

constitucionales de igualdad sustantiva y paridad, los cuales continúan 

siendo exigibles en cada decisión concreta que involucre la integración 

de los órganos directivos y administrativos del Instituto Nacional 

Electoral.

(110) En consecuencia, al haber resultado infundados e ineficaces, ineficaces 

los planteamientos formulados por la parte actora, no se acredita la 

vulneración constitucional alegada respecto de las designaciones 

controvertidas. 

7. RESOLUTIVO

ÚNICO. Resultan infundados los planteamientos de la parte actora.

NOTIFÍQUESE como en Derecho corresponda.

En su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido y, en 

su caso, devuélvase la documentación atinente.

9Articulo 45, párrafo 1, inciso p).
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Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron las magistradas y los 

magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación. El secretario general de acuerdos 

autoriza y da fe de que la presente sentencia se firma de manera 

electrónica.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas 
certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales 
segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica 
certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y 
sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de 
los medios de impugnación en materia electoral. 


